PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1.- Créase el Ingreso Universal a la Niñez, con el objeto de garantizar la igualdad de oportunidades y capacidades de todos/as los/as niños/as menores de doce (12) años, residentes en la Provincia, a través de una transferencia de ingresos monetarios directos del Estado, denominada Ingreso Universal a la Niñez.
Artículo 2.- A los efectos de la financiación del Ingreso Universal a la Niñez establecido en el artículo anterior, se creará el Fondo del Ingreso Universal a la Niñez, el cual operará de acuerdo a lo establecido en la presente ley.

Artículo 3.- El Ingreso Universal a la Niñez consiste en una prestación mensual de naturaleza económica, no sujeta a gravámenes, intransferible e inembargable, que no otorga derecho a recibir una prestación anual complementaria, y dirigida a promover el acceso a la salud y hacer frente a los gastos básicos de subsistencia y educación.

Artículo 4.- Dicha prestación mensual está destinada a todos/as los/as niños/as, residentes en la provincia, desde su nacimiento hasta cumplir los doce  (12) años de edad. También serán destinatarias de la misma aquellas mujeres embarazadas, sin limitante de edad alguno, residentes en la provincia, que acrediten su estado de gravidez mediante certificado médico expedido por el sistema de salud público. 

Artículo 5.- Será responsable de percibir el Ingreso que por esta ley se crea, la madre de los destinatarios, siempre que conviva con el y no medie disposición legal o resolución judicial en contrario; en su defecto, será responsable el padre, siempre que cumpla idénticos recaudos que los previstos para la madre; o el/la tutor/a, si el menor estuviera bajo el régimen de tutela.

En caso que el menor no conviviere con su madre, padre o tutor/a,  será su responsable quien probare fehacientemente la convivencia.

La persona designada como responsable percibirá la prestación aludida en el art. 3 y tendrá bajo su responsabilidad el cumplimiento de las condiciones previstas en los arts. 8 y 9, y la efectiva utilización de la prestación en beneficio de los/as destinatarios/as. 

Artículo 6.- La percepción del Ingreso Universal a la Niñez no implicará ningún tipo de incompatibilidad con respecto a las políticas sociales existentes y a instrumentarse.

Artículo 7.- La persona responsable estará a cargo de garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas en los artículos 8 y 9 de la presente ley.        

Artículo 8.- La persona responsable deberá garantizar los controles periódicos para su persona, en caso de mujeres embarazadas, y/o para los/as destinatarios/as que se establecen a continuación: 

a) Controles bimestrales de embarazos.

b) Controles mensuales de crecimiento y desarrollo de niños y niñas desde su nacimiento hasta los seis (6) meses de edad.

c) Controles bimestrales de crecimiento y desarrollo de niños y niñas desde los seis (6) meses hasta un (1) año de edad.

d) Controles trimestrales de crecimiento y  desarrollo de niños y niñas entre un (1)  y dos (2) años de edad.

e) Controles semestrales de crecimiento y desarrollo de niños y niñas entre dos (2) y cinco (5) años de edad.

f) Controles anuales de crecimiento y desarrollo de niños, niñas desde los cinco (5) hasta los doce (12) años de edad.

g) Vacunación obligatoria.

Artículo 9.- La persona responsable deberá garantizar, además, las siguientes condiciones: 

a) Procurar que los/as niños/as de tres (3) años de edad asistan al nivel de educación inicial. 

b) La inscripción, asistencia y permanencia en instituciones del sistema educativo provincial de todos/as los/as menores de entre cuatro (4) y doce (12) años de edad.

Artículo 10.- El Poder Ejecutivo determinará la autoridad de aplicación, encargada de la administración del Fondo del Ingreso Universal a la Niñez y del pago del Ingreso Universal a la Niñez. La autoridad de aplicación creará y administrará un registro único de destinatarios y responsables, el que podrá ser consultado a través de la página web oficial de la misma.

Artículo 11.- El Ingreso Universal a la Niñez se implementará en todo el territorio provincial. La Autoridad de Aplicación, deberá propender a la descentralización operativa realizando convenios con los municipios, de manera de mejorar la cobertura y el contralor de las contraprestaciones establecidas en la presente ley.  

Artículo 12.- El Ingreso a al Niñez  y la administración  del Fondo del Ingreso Universal a la Niñez estarán sujetos al contralor, que se llevará a cabo mediante la conformación de Consejos Sociales integrados por representantes del gobierno provincial, de los gobiernos municipales y de las organizaciones de la sociedad civil, conforme la reglamentación de la presente ley así lo establezca.  

Artículo 13.- El ingreso Universal a la Niñez y la administración del Fondo del Ingreso Universal a la Niñez estarán sujetos a mecanismos de evaluación y monitoreo en forma permanente, para permitir medir los resultados, alcances e impactos y conocer las necesidades de correcciones y/o adecuaciones, siempre en función de la mejor eficiencia y equidad de los recursos asignados, y garantizándose la posibilidad de que tanto los menores como los responsables a cargo de los mismos sean oídas. 

Artículo 14.- A los efectos de lo estipulado en el artículo anterior, créase la Comisión Provincial de Evaluación del Ingreso Universal a la Niñez, la cual estará integrada por la autoridad de aplicación, expertos independientes y trabajadores/as sociales, en los términos que fije la reglamentación.

Artículo 15.- Contra las resoluciones administrativas de concesión, denegación, modificación, suspensión o extinción del derecho al Ingreso Universal a la Niñez, se podrán interponer todos los recursos administrativos y jurisdiccionales previstos en la legislación vigente.  

Artículo 16.- El Ingreso Universal a la Niñez consistirá en una prestación mensual de naturaleza económica cuyo valor mínimo será igual a la Canasta Básica Alimentaria (CBA) para el adulto equivalente, estimada mensualmente por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo. (INDEC). El Poder Ejecutivo podrá disponer de aumentos porcentuales del valor real del Ingreso Universal a la Niñez por sobre la Canasta Básica Alimentaria (CBA) para el adulto equivalente.

Artículo 17.- EL Ingreso Universal a la Niñez será acreditado dentro de los primeros cinco días hábiles de cada mes, en la tarjeta de débito Ingreso Universal, que proveerá el Banco de la Provincia de Buenos Aires. Dicha tarjeta será única por responsable y no tendrá  costo de emisión ni mantenimiento.

Artículo 18.- Las prestaciones mensuales del Ingreso Universal a la Niñez, dado su triple carácter de alimentaria, sanitaria y educativa, serán inembargables. No podrán ser afectados total o parcialmente a favor de terceras personas o transmisible por cualquier causa. No podrán ser objeto de compensación o descuento, y será absolutamente nulo todo acto privado que implique privar o restringir el derecho a la prestación. 

Artículo 19.- El Fondo del Ingreso Universal a la Niñez  se financiará con

a) La devolución de los fondos coparticipables que la Provincia de Buenos Aires ha cedido al Pode Ejecutivo Nacional, con destino a financiar la ANSES como consecuencia de la derivación de aportes a las AFJP.

b) Los recursos que anualmente se fijen  en el Presupuesto General de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 20.- El Poder Ejecutivo realiazará las gestiones pertinentes a efectos de requerir al Gobierno Nacional devuelva los fondos cedidos por las provincias para financiar el ANSES por haber finalizado el motivo de su retención. 

Artículo 21.- Dentro de los noventa días posteriores a que la Nación libere estos fondos el Poder Ejecutivo  realizará las adecuaciones presupuestarias necesarias a los fines de asegurar el cumplimiento efectivo de la presente ley. 
Artículo 22.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.  

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley, se inspira en la necesidad de establecer en la Provincia de Buenos Aires un ingreso mínimo garantizado para los niños menores de 12 años.
El objetivo primario de la presente iniciativa es que todos los niños de la Provincia vean garantizado su derecho a la vida.

 En un  marco de crisis económica y de problemas estructurales de pobreza y desigualdad, consideramos que la creación de este Ingreso Universal para nuestros niños tiende a paliar los efectos negativos de esta situación socio-económica. En este marco es imprescindible garantizarles a los menores una prestación mensual que permita asegurarles un modo de vida digna, con alimentación, educación y seguridad. Consideramos que el futuro de los niños se ve gravemente comprometido si desde la infancia no se les garantiza una adecuada y eficiente alimentación y educación.

Los niños y la pobreza:

La pobreza se transmite de generación en generación, y mucho más en los países en subdesarrollo y desarrollo. Es decir que la pobreza se hereda, aún más que la riqueza.

Es por ello que la presente  iniciativa se funda en la imperiosa necesidad de asegurar a los niños una vida y un futuro digno, donde puedan ver cumplidas las expectativas de vida deseables.   
De esta forma no sólo será posible prevenir que las personas caigan en situaciones de pobreza extrema, sino que, al mismo tiempo, se establecerán instituciones más eficientes y equitativas para el funcionamiento del mercado de trabajo y para aliviar los problemas del desempleo y del subempleo.

Este proyecto debe comprenderse como un primer paso para revertir las estrategias que se vienen aplicando actualmente en el campo económico y social, mediante la creación de instituciones de carácter universal y preventivo que sirvan para eliminar las actuales situaciones de estigma, marginación, clientelismo e ineficiencias en la asignación de los recursos públicos.

Desde hace varias décadas nuestro país ha emprendido un camino que lo ha convertido en una de las naciones más desigualdades del mundo. Y nuestro Provincia no es ajena a esta realidad de inequidad y desigualdad. Por este motivo es necesario cambiar el patrón distributivo de una sociedad en la que más de 10 millones de personas viven en situación de pobreza y casi 4,5 millones en situación de indigencia.

Cobra importancia la necesidad de implementar el Ingreso Universal que proponemos cuando observamos que el 63% de esas personas pobres tienen menos de 18 años y que el 68% de las personas en situación de indigencia son también menores de 18 años.
Estos porcentajes sindican que en la Argentina hay 13,3 millones de personas menores de 18 años, y de ellas, el 47% son pobres y el 23% son indigentes.
A esta situación debe anexarse como elemento cuyuntural la crisis internacional financiera y productiva, y sus impactos sobre la economía de nuestro país. Es en este marco que se da la necesidad de que desde el Estado se comience un camino de medidas que sean estructurales y tendientes a atacar el problema distributivo.

Recientemente, se ha publicado por el Diario Clarín, una encuesta de movilidad intergeneracional del ingreso realizada por la Universidad Nacional de La Plata. En el mismo se ha reconocido que casi cuatro de cada diez chicos que nacen en un hogar ubicado en el quintil más bajo de la pirámide socioeconómica permanece en esas condiciones el resto de su vida. En contraposición sólo el 22% de los hijos de padres que están entre el 20% más rico de la Argentina sigue estando en ese ¨quntil¨ en su vida adulta. (Clarín 26 de julio de 2009, pag. 42).
En el mismo medio periodístico, profesionales en el tema han señalado que ¨la desigualdad económica percibida como desigualdad de oportunidades es, probablemente, una de las principales fuentes de descontento e inestabilidad social y política¨. Leonardo Gasparini, experto en desigualdad y director del Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales de la UNLP pone énfasis en el factor educacional como ¨explicador¨ de la petrificación social: son pocos los hijos que superan el nivel educativo de sus padres. 
Por todo lo expuesto precedentemente no cabe más que concluir que la deuda social del Estado para con los gobernados sigue siendo considerable. A casi tres décadas de la recuperación de la democracia, no se ha logrado achicar la brecha entre los que más tienen y los que menos tienen, sino que por el contrario la desigualdad social ha aumentado en simultáneo con la democratización. El desarrollo completo de la  democracia requiere la concreción universal de los derechos ciudadanos formales, articulada en forma de un Estado de Derecho democrático y caracterizada por la fiabilidad y la responsabilidad de gestión.     

Y esto es así porque debe comprenderse que la falta de atención a la dimensión social de la democracia erosiona gravemente su legitimación.  Sin igualdad social es imposible construir un Estado de Derecho democrático, justo y solidario. 
En sentido concordante se ha dicho que ¨para garantizar un proceso democrático y estimular el diálogo, es necesario no solo que todos los sectores interesados en participar estén en igualdad de  condiciones político-jurídicas, sino también que dispongan de los mismos recursos. Para eso resulta indispensable la promoción material e intelectual de las comunidades y los sectores subalternos, los grupos sociales más desfavorecidos, con menor capacidad para defender sus intereses. Solo así se podrá ayudar a neutralizar los efectos de las asimetrías de poder existentes. De esta manera, la participación democrática se vincula a la redistribución de recursos como forma de garantizar la participación equitativa de todos. (Hans  Jürgen Burchardt, ¨Desigualdad y Democracia¨ para revista ¨Nueva Sociedad ¨ Nº 215, mayo-junio de 2008.)   

Como socialistas estamos convencidos que la democracia se define como un sistema político que garantiza no solamente la igualdad  política-jurídica, sino también la inclusión social de los ciudadanos y ciudadanos. Esto garantiza, además de la validez formal de los derechos básicos de libertad, el derecho a su concreción efectiva. Esto implica no asumir la igualdad entre los hombres como un hecho, sino como un objetivo y un mandato del Estado democráticamente legitimado. Se trata, en suma, de una real democracia social.

Y es por lo dicho que el presente proyecto de ley apunta a contribuir con una herramienta real y efectiva a paliar los efectos de la desigualdad justamente en uno de los sectores más vulnerables de la sociedad: la niñez. 

Los niños y sus derechos:

El derecho intrínseco a la vida se encuentra consagrado en la Convención de los Derechos del Niño. Allí, los estados partes se han comprometido a garantizar en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 

En este sentido, nuestra Constitución Provincial en su artículo 10, prescribe que ¨Todos los habitantes de la Provincia son, por su naturaleza, libres e independientes y tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su vida, libertad, reputación, seguridad y propiedad.¨ Y puntualmente el artículo 36 norma que: ¨La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales: … 2)  De la Niñez. Todo niño tiene derecho a la protección y formación integral, al cuidado preventivo y supletorio del Estado en situaciones de desamparo y a la asistencia tutelar y jurídica en todos los casos. 3)- De la Juventud. Los jóvenes tienen derecho al desarrollo de sus aptitudes y a la plena participación e inserción laboral, cultural y comunitaria.¨

Consecuentemente, la ley nacional 26.061/05, de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes expresa este derecho en su artículo 8º. 

En nuestra Provincia se ha sancionado la ley Nº 13.298 la cual establece el sistema de promoción y protección integral de los derechos del niño. En su artículo 1 prescribe que ¨la presente ley tiene por objeto la promoción y protección integral de los derechos de los niños, garantizando el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de los derechos y garantías reconocidos en el ordenamiento legal vigente, y demás leyes que en su consecuencia se dicten.¨   En los fundamentos de la citada ley se ¨Reconoce al niño y al adolescente como sujetos de los derechos establecidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, ratificados por la República Argentina, y los consagrados en la Constitución Nacional y en la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.¨

Asimismo, en los fundamentos se estipula que la idea básica del nuevo sistema reside en hacer efectivo el mandato del artículo 3 de la Convención referida, que establece que los órganos legislativos deberán tener "una consideración primordial (...) del interés superior del niño", con el fin de compatibilizar el interés social en la disminución de los delitos, con la formación integral de los niños y adolescentes en su tránsito hacia la adultez.

Igualmente se menciona que ¨el principio rector de esta ley resalta la condición de persona humana de todo niño o adolescente, señalando sus características propias y comprendiendo al mismo tiempo que se encuentra en una situación de vulnerabilidad, debido a su natural proceso evolutivo.¨

La Convención sobre los derechos del Niño (Nueva York,20/11/1989)  reúne y articula  los derechos humanos de la infancia y proporciona una serie de principios rectores que conforman el concepto fundamental que tenemos de la infancia.

Los artículos de la Convención, además de establecer los principios básicos que sirven de base a la realización de todos los derechos, exigen la prestación de recursos, aptitudes y contribuciones específicas, necesarios para asegurar al máximo la supervivencia y el desarrollo de la infancia. También exigen la creación de mecanismos para proteger a la infancia contra el abandono, la explotación y los malos tratos. 

La Convención fija los derechos que es preciso convertir en realidad para que los niños y niñas desarrollen su pleno potencial y no sufran a causa del hambre, la necesidad, el abandono. La Convención refleja la idea firme de que una calidad básica de vida debe ser el derechos de todos los niños, en vez de ser un privilegio del que disfruten solo unos pocos, tal como se ve reflejado en las estadísticas que hemos incorporado a este proyecto.  

El derecho a la supervivencia y al pleno desarrollo implica el derecho a recibir una alimentación adecuada, vivienda, agua potable, educación oficial, atención primaria de salud, tiempo libre y recreación, actividades culturales, etc. Estos derechos exigen no solamente que existan los medios para lograr que se cumplan, sino también el acceso real a ellos.  

La Convención de los Derechos del Niño en su artículo 6 prescribe que ¨todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo de los niños.¨

En cuanto al derecho a la salud la Convención prescribe que ¨los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud.¨. En este sentido los Estados Partes se comprometieron al ratificar la Convención, a asegurar la plena aplicación del derecho a la salud, y para ello, pautaron adoptar las medidas apropiadas para, entre otras cosas,: a) reducir la mortalidad infantil y en la niñez; b) asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, c) combatir las enfermedades y la malnutrición.

En cuanto al derecho a la educación,  la Convención estipula que los Estados Partes ¨reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades este derecho, deberán:… fomentar el desarrollo, en sus distintas formas de la enseñaza secundaria, … hacer la enseñanza superior accesible a todos, … hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y profesionales.¨  Al mismo tiempo se conviene que la educación del niño deberá estar encaminada a desarrollar la personalidad, aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades, y preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia e igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos.   

La ratificación casi universal de la Convención refleja el compromiso del mundo con los principios que sustentan los derechos de la infancia. Al ratificar la Convención los gobiernos indican su intención de convertir en realidad este compromiso. Los estados parte están obligados a enmendar y promulgar leyes políticas que pongan en práctica la Convención y deben asegurar que todas las medidas se tomen en consonancia con el interés superior del niño.

Conclusión:

Así las cosas, con todo el marco legal aplicable y la gran cantidad de compromisos internacionales asumidos por le país, nada de lo prescripto por las normas más arriba citadas, parece estar cumplido en nuestro país y  en nuestra Provincia.

Así es como las estadísticas sobre desnutrición infantil, mortalidad infantil, índices de deserción escolar son alarmantes: en Argentina hay 13.3 millones de personas menores de 18 años, y de ellas, el 47% son pobres y el 23% son indigentes. Es decir que menos del 30% de los niños de todo el país son los privilegiados que pueden ver sus necesidades básicas satisfechas. El 70% de ellos no ve asegurado su derecho a una vida digna. Es así como tristemente dentro de la pobreza, los niños son la mayoría y, complementariamente, la mayoría de los niños son pobres.

Por esta lamentable realidad, es necesario avanzar hacia políticas sociales que privilegien la universalidad, siendo que esto supone ofrecer a los sectores más pobres un tratamiento más integral que una mera asistencia social.

En este sentido la Diputada Nacional por el Partido Socialista Silvia Augsburger, ha señalado que ¨el problema de la desigualdad y la pobreza no afecta solamente a los más pobres sino a la sociedad como un todo, ya que reduce la posibilidad de ahorro nacional, debilita el mercado interno, genera efectos perversos sobre la gobernabilidad democrática y favorece la exclusión social. Es necesario atreverse a cambiar el legado del paradigma neoliberal y rechazar las políticas focalizadas hacia los grupos más vulnerables, postulando por el contrario la necesidad de política sociales univesales tendientes a la equidad social y a la superación de las desigualdades políticas y económicas, y las exclusiones culturales.¨ (Dip. Nac. Silvia Augsburger, en los Fundamentos del proyecto sobre Ingreso Universal a la Niñez y Adolescencia presentado en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación) 

Acertadamente se ha señalado que ¨A fin de romper el ciclo generacional, la reducción de la pobreza debe comenzar por la niñez.¨ (UNICEF, La infancia amenazada. Estado mundial de la infancia. 2005.)  

Desde el Socialismo estamos convencidos de la necesidad de avanzar hacia políticas sociales que privilegien la universalidad, ofreciendo a los sectores más pobres un tratamiento más integral que una mera asistencia social. 

Es por ello que consideramos indispensable  implementar el Ingreso Universal, a los fines de que nuestros niños un efectivo acceso a la salud, alimentación y educación.  
Por los motivos expuestos es que solicito a las/os Sras/es. Diputadas/os se sirvan acompañarme en el presente proyecto de ley. 
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